
1 
 

 

 

Bienestar militar los retos de la seguridad social para los miembros de las 

FFMM el caso específico de la pensión por invalidez en colombia. 

 

 

 

 

DIRECTOR: 

MISAEL TIRADO ACERO 

 

 

 

 

JUAN CARLOS RIVEROS PINEDA 

CÓDIGO 3000689 

 

 

 

 

Universidad Militar Nueva Granada 

Facultad de Derecho 

Maestría en Derecho Público Militar 

Bogotá, Colombia 

2017  



2 
 

Bienestar militar: los retos de la seguridad social para los miembros de las 

FFMM el caso específico de la pensión por invalidez en Colombia 
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Resumen. 

El presente artículo analiza el procedimiento para el reconocimiento de la 

pensión por invalidez a los miembros del Ejército Nacional de Colombia, a partir de 

la protección especial que de forma constitucional se les ha dado a ellos debido a 

sus funciones, pues estas lo categorizan como una labor de alto riesgo. Por ello 

para el reconocimiento de la pensión por invalidez para estos miembros se tienen 

en cuenta circunstancias especiales previstas en el régimen especial de seguridad 

social los miembros de las Fuerzas Militares, estudiando su concordancia con los 

preceptos legislativos sobre la seguridad social específicamente el marco 

constitucional del mismo, para establecer el cumplimento de este régimen especial 

de cada una de las garantías consagradas en la materia. 

Palabras Clave. Corte Constitucional, Consejo de Estado, Ejército Nacional 

de Colombia, Pensión, Invalidez. 

Abstract 

The present analyzes the procedure for the recognition of the pension for 

invalidity to the members of the Colombian National Army, from the special 

protection that is given to them in constitutional form because of their functions, 

because these categorize it as a high-risk task. For this reason, for the recognition 

of the pension for disability for these members, exceptional circumstances are 

considered in the special social security regime members of the military, studying 

their agreement with the precepts Legislative on social security specifically the 

constitutional framework of the same, to establish the fulfilment of this special 

regime of each of the guarantees embodied in the matter. 
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Introducción. 

Una noción sintética sobre el Estado lo conceptualiza como un ente creado 

por la sociedad con un objeto claro consistente en garantizar el bienestar de cada 

uno de los asociados que lo creó, esta definición trae consigo ideas profundas 

sobre las relaciones interpersonales de la humanidad como lo es el Contrato 

Social1 y el estado de naturaleza2 conceptos por los cuales adquiere legitimidad 

dicho Estado. Esta comprensión infiere la presencia de un objetivo preciso por 

parte del Estado que en el caso colombiano se materializa en lo estipulado por el 

artículo segundo de la Constitución Política de Colombia, la cual consagra como 

fines del Estado en síntesis la protección de los asociados y de la nación.  

 Estos fines desprenden múltiples conductas que deben ser realizadas por 

este estamento público, dentro de los cuales se precisa la protección al pleno 

ejercicio de los derechos humanos en cabeza de cada una de las personas 

sujetas a la jurisdicción de esta corporación pública, esta premisa se cimienta en 

compromisos no solo constitucionales sino también internacionales3 .Siendo estos 

                                                           
1
 El contrato social tiene toda la legitimidad del mundo de presentarse aun como el método por 

antonomasia de la filosofía política, pues representa la única salvación epistemológica posible del 
pensamiento social. En efecto, presuponer una posición original al desarrollo de toda la 
humanidad, tal y como la llama Rawls, es la única forma posible de no caer en un círculo vicioso de 
pregunta tras pregunta. (Porta, 2012, p. 125). 
2
 Para explicar el teorema lockeano del estado de naturaleza es importante iniciar señalando su 

diferencia básica con Hobbes. Recordemos que este teorema en Hobbes permite suministrar la 
prueba de que un estado en el que se carecen de todas las funciones de seguridad y orden 
estatales y en el que cada cual puede perseguir sus intereses con todos los medios que considere 
apropiados, tendría que conducir a una guerra de todos contra todos y que, por tanto, un estado 
semejante sería para todos insoportable. Así, el interés de cada cual de abandonar la situación 
pre-estatal sin ley y establecer un orden político revestido de poder absoluto que garantice la 
coexistencia, se manifiesta como la única alternativa para salir del estado de guerra de todos 
contra todos . Así, según Hobbes, el origen del poder político es un estado de naturaleza dominado 
por la fuerza y la violencia (Cortes – Rodas, 2010, p. 102). 
3
 El desarrollo del DIDH ha marcado ciertas diferencias con el derecho internacional público 

tradicional. Estas diferencias tienen especial relevancia en el tema de las fuentes, en particular, en 
el derecho de los tratados. En derecho internacional, los tratados o convenciones tienen por 
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razonamientos los que permiten en un primer lugar la existencia de los derechos 

humanos, y en segundo lugar su protección. Dentro de este basto mundo de las 

garantías fundamentales y constitucionales existe un derecho enfocado 

especialmente al bienestar del ciudadano que tiene como rotulo el derecho 

humano a la seguridad social, que según la legislación colombiana se compone 

por los sistemas de salud, pensión y riesgos laborales, con lo cual se verifica su 

sustento en preceptos internacionales por medio del Bloque de Constitucionalidad 

dado que la reglamentación y materialización de este sistema de seguridad social 

se realiza dentro de este marco. 

Dentro de estos sistemas uno de los que en la actualidad ha tenido más 

relevancia es el sistema de pensiones, no solo por el hecho de ser uno de los 

anhelos que todo trabajador busca alcanzar, junto con la corrupción que le es 

inevitable, sino por los múltiples procesos que en la materia se desarrollan ante las 

difíciles condiciones económicas que dificultan materializar el otorgamiento de 

estos derechos. Ahora bien, el concepto de régimen prestacional como parte del 

sistema de pensiones, no sólo se limita a reconocer las prestaciones que tienen su 

origen de manera directa en la relación de trabajo, sino también todas aquellas 

otras que se ocasionan por motivo de su existencia, tales como, las pensiones de 

vejez, invalidez y sobrevivientes, el auxilio funerario, y aquellas contingencias 

derivadas. Este marco genérico que abarca a toda la población colombiana 

también tiene sus particularidades en el caso de los miembros de la fuerza pública 

en este país pues, la normatividad aplicable al procedimiento establecido para el 

reconocimiento y pago de la pensión de invalidez de los oficiales, suboficiales y 

soldados del Ejército Nacional de Colombia, ha sido una construcción histórica de 

reconocimiento innegable como un régimen especial, vigente aún, y del cual 

gozan los miembros de las fuerzas armadas y la policía nacional, en razón que se 

                                                                                                                                                                                 
finalidad establecer derechos y obligaciones recíprocas entre las partes, siendo las partes 
normalmente dos Estados u ocasionalmente un Estado y una organización internacional. En 
materia de derechos humanos, por el contrario, aunque los tratados se celebran entre Estados, no 
emergen de ellos sólo obligaciones y derechos entre los Estados; éstas y éstos, en realidad, ni 
siquiera son su objetivo principal. De ellos surgen principalmente derechos para los individuos y 
obligaciones para los Estados, porque su objetivo es la protección de los derechos de las personas 
frente al Estado (Nash, 2006, p. 177). 
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les ha delegado el cumplimiento de una serie de funciones de alta complejidad, 

entre las que se destaca la protección de la vida, bienes, el mantenimiento del 

orden y la paz pública, la defensa del territorio nacional y la soberanía de la 

Nación. 

 Atendiendo el gran número de demandas que se generan frente el pago y 

reconocimiento de la pensión de invalidez para el Ejército Nacional de Colombia, 

es pertinente abordar este tema para analizar las causas que dan lugar a la 

presentación de demandas administrativas y acciones de tutela por parte de los 

miembros del Ejército Nacional de Colombia, en relación con el reconocimiento de 

la pensión por invalidez que se le debe otorgar al miembro del Ejército de 

Colombia que sufra un menoscabo de sus facultades mentales o físicas, que 

afectan su capacidad para trabajar, para que puedan contar con un ingreso que 

les permita cubrir sus necesidades básicas.  

De esta manera se cuestiona sobre ¿Cuál es la aplicabilidad de los 

derechos conexos a la seguridad social que son consagrados constitucional e 

internacionalmente en relación con la reglamentación interna de la pensión de 

invalidez para los miembros del ejército nacional?; Esta problemática encuentra su 

justificación en la reglamentación ya sea legislativa o administrativa que se 

ejecutan como forma de materializar los derechos humanos consagrados de forma 

idílica en la constitución o el bloque de constitucionalidad4, por lo que su 

divergencia entre esta reglamentación y lo estipulado constitucionalmente 

provocaría la vulneración por omisión del derecho humano a la seguridad social 

perjudicando no solo a la persona directamente afectada sino a todo el 

aglomerado social pues se estarían quebrantando las expectativas que estos 

tengan de ver satisfechos sus derechos; por lo cual se configura como objetivo 

                                                           
4
 El concepto de bloque de constitucionalidad tiene su origen en la práctica del Consejo 

Constitucional francés, el cual considera que, como el Preámbulo de la Constitución de ese País 
hace referencia al Preámbulo de la Constitución derogada de 1946 y a la Declaración de Derechos 
del Hombre y del Ciudadano de 1789; esos textos son también normas y principios de valor 
constitucional que condicionan la validez de las leyes. Según la doctrina francesa, estos textos 
forman entonces un bloque con el articulado de la Constitución, de suerte que la infracción por una 
ley de las normas incluidas en el bloque de constitucionalidad comporta la inexequibilidad de la 
disposición legal controlada (Fajardo, 2015, p. 19) 
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principal analizar la aplicabilidad de los derechos que componen la seguridad 

social en la reglamentación que se realiza en el ordenamiento jurídico en 

referencia a la pensión de invalidez para los miembros del ejército nacional. 

Encontrando dentro del presente el desarrollo teórico sobre la seguridad 

social, en especial el sistema general de pensiones con un enfoque dirigido a la 

pensión de invalidez comprendiendo, sus elementos, características, concepto y 

demás tanto nacional como regional e incluso internacionalmente; junto con la 

evolución histórica con relación a la normatividad ya sea constitucional, legal o 

reglamentaria sobre la pensión de invalidez para el caso específico de los 

miembros de la fuerza pública como un régimen particular y autónomo al sistema 

general de pensiones; además, de la descripción del precedente jurisprudencial 

que se ha consolidado dentro del seno de la Corte Constitucional y del Consejo de 

Estado respecto del reconocimiento de la pensión por invalidez en el Ejército 

Nacional de Colombia, con lo cual se obtiene los insumos pertinentes para 

solucionar el planteamiento del problema ya enunciado. 

Teniendo como metodología de investigación el método decisivo, 

descriptivo y propositico, por el cual obtendrá premisas generales en materia de 

seguridad social específicamente sobre la pensión de invalidez, para poder 

analizar la particularidad de ese sistema para los miembros de la fuera pública. 

Con la Dirección Contenciosa Administrativa del Comando del Ejército Nacional, 

determinar que demandas relacionadas con el tema prosperan, el motivo de las 

mismas y que fallas en el procedimiento identifican ellos. 
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1. SEGURIDAD SOCIAL Y SU CONTENIDO TEÓRICO, 

LEGISLATIVO Y JURISPRUDENCIAL 

1.1. Antecedentes históricos 

Como antecedentes de la seguridad social se puede encontrar el caso 

de la antigua Roma donde “surgieron los collegia corpora oficie, asociaciones de 

artesanos con propósitos mutuales, religiosos y de asistencia a los colegiados y a sus 

familiares, que asumían la obligación de atender sus funerales” (Arango, Builes, Mejía 

& Restrepo, 2006, p. 2); igualmente siguiendo la descripción realizada por el profesor 

Nugent (1997) se puede enunciar como existieron asociaciones en el siglo VII que se 

denominaron guildas en los países anglosajones con el objeto de asistir a enfermos, 

en síntesis, 

En la historia sobresalen dos corrientes de evolución sobre este tema, la 

primera surge en Alemania denominada la "estrategia Bismarck", la cual se 

caracterizaba fundamentalmente por su espíritu paternalista, generando ventajas 

laborales y de protección. Sin embargo, llegó a ser un sistema muy débil debido a 

que sólo se limitaba a brindar beneficios a la población asalariada (carácter 

profesional), además era asistemático porque no protegía todos los riesgos y 

situaciones necesarias para el trabajador. Por otro lado, la "estrategia Beveridge", 

la cual surge en Inglaterra, crea un sistema de protección universal, es decir que el 

criterio de aplicación no era el carácter profesional sino el de redistribución de la 

renta, con la finalidad de promover un espíritu solidarista entre quienes más tenían 

y los que poseían menos. Esto produjo que el sistema sea más fuerte 

(Miyagusuku, 2004 p. 198) 

1.2. Conceptualización. 

 El derecho social es entendido como “el conjunto de normas jurídicas 

tutelares de la sociedad y de sus grupos débiles obreros, campesinos, indígenas, 

entre otros, consignadas en las constituciones modernas y en los códigos 

orgánicos o reglamentarios.” (Trejo, 2007, p. 2), en otras palabras,  

 Los derechos sociales consisten en prestaciones y servicios a cargo del 

Estado, a favor de los sectores postergados de la población. Tienen un carácter 

esencialmente asistencial. Por eso, aunque formalmente están atribuidos a todas las 

personas, son en realidad derechos de las capas pobres de la ciudad y del campo y 

están contenidos especialmente en las leyes laborales, agrarias, de seguridad social, 
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de inquilinato, de protección infantil, defensa del consumidor y demás estatutos de 

esta índole (Borja, 2002, p. 368) 

 Lo que desde una concepción sociológica se interpretaría como: 

 La protección que la sociedad proporciona a sus miembros, mediante una 

serie de medidas públicas, contra las privaciones económicas y sociales que, de no 

ser así, ocasionarían la desaparición o una fuerte reducción de los ingresos por causa 

de enfermedad, maternidad, accidente de trabajo, o enfermedad laboral, desempleo, 

invalidez, vejez y muerte; y también la protección en forma de asistencia médica y de 

ayuda a las familias con hijos (Graterol & Espinoza, 2010, p. 59)5 

1.3. Protección internacional 

Teniendo en cuenta los cambios que se han supeditado con posterioridad a 

la creación de las Naciones Unidas especialmente sobre el control que ejercen los 

entes internacionales con respeto a las garantías fundamentales que deben 

salvaguardar los Estados, se han desarrollado diferentes sistemas de protección 

como el Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos que en 

varios de sus contenidos normativos ha tratado el tema de la seguridad social, o 

específicamente el caso de la Organización Internacional del Trabajo. 

1.3.1. Protección universal al derecho humano de la 

seguridad social. 

Son innumerables los cambios por los cuales ha pasado la humanidad a lo 

largo de su historia, por su misma naturaleza el hombre ha presentado 

modificaciones que van desde su concepción biológica hasta sus perspectivas 

sociológicas, característica que se imparte a cada una de las ciencias en cargadas 

de estudiar al ser humano en sus distintas dimensiones; realidad que afecta la 

ciencia del derecho pues esta cambia de forma constante en razón de cada una 

de las necesidades que las nuevas sociedades demanden. Esta perspectiva se 

                                                           
5
 Es decir que cada país, a través de sus decisiones políticas, asumirá de una u otra forma la 

seguridad social así como su organización que responderá por sus características y condiciones 
particulares. Por lo tanto, las contingencias cubiertas, financiación, beneficiarios, organización, 
entidades, etc., dependerán de la multiplicidad de variables, algunas generales y otras con carácter 
más local. En virtud de ello no hay un único sistema, ni una sola forma de entender la seguridad 
social (Muñoz, 2010, p. 105) 
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materializa en el surgimiento de nuevas ramas del derecho a causa de la aparición 

de relaciones novedosas entre las personas, como lo fue la revolución industrial 

donde emerge el concepto de trabajador y a partir del cual tras incontables luchas 

sociales6 se creó el derecho laboral7 para regular las relaciones entre los 

empleadores y los trabajadores8. 

 En materia de protección de derechos humanos como una de las ramas de 

esta ciencia más moderna, a pesar de tener antecedentes remotos muy 

arraigados en siglos pasados incluso milenios, emerge en tiempos modernos dado 

que existió un evento por el cual la regulación de los derechos humanos cambio 

de forma radical, pues gracias a la carta de San Francisco de 1945 y la posterior 

declaración universal de derechos humanos de 1948 se creó lo que en términos 

de la profesora Burga (2016) es llamado el sistema universal de protección de los 

derecho humanos. Circunstancia por la cual se da comienzo a una empresa 

internacional por la salvaguarda de los derechos humanos. Dentro de este 

catálogo de protección se estableció una categoría que se denominó derechos 

sociales en la cual se promulgaba como derecho humano la seguridad social. 

Fenómeno que permitió una efectiva protección a este tipo de derecho dado que 

propendió por la creación de varios instrumentos que reglamentara el pleno 

ejercicio de este derecho. 

                                                           
6
 La evolución del sistema de derecho laboral es un reflejo de la reivindicación de la clase 

trabajadora a través de la historia por asegurar un mínimo de equidad y justicia en las relaciones 
laborales. Para muchos, las prestaciones sociales surgen en el siglo XIV en la Edad media, con el 
surgimiento de entidades llamadas las “hermandades” (asociaciones de gremios), se protegían 
unos intereses colectivos. Otros, por su parte, encuentran en el siglo VI orígenes remotos del 
derecho laboral en Inglaterra, a través de la denominada “ley de pobres” reguló la mendicidad y 
determinó, incluso, quiénes la podían ejercer (Arredondo, 2013, p. 121).  
7
 Siempre en el contexto europeo, la transición hacia el capitalismo industrial, fue un proceso que 

tuvo diversas velocidades en cada nación. Sin embargo, Romagnoli nos presenta los rasgos 
comunes de su aparición: “[…] en todas partes, dicha historia [la del capitalismo industrial] cobra 
inicio cuando el mercader deja de ser un ‘artesano que se dedica al oficio del transporte’ de 
productos que coloca en el mercado y empieza a insinuarse la autogestión de los productores. En 
segundo lugar, cuando el Derecho de las corporaciones artesanas sucumbe al imperialismo del 
Derecho de las corporaciones mercantiles que, después de adquirir sólidamente el dominio de las 
relaciones comerciales, desemboca en el campo de las relaciones de producción. En tercer lugar, 
[…] la separación del productor de la propiedad de las materias primas y de los medios de 
producción (Boza, 2014, p. 17) 
8
 El Derecho Laboral nació a consecuencia de las necesidades de regular las relaciones entre el 

trabajador y el patrón, con la finalidad de ser equitativo los derechos y obligaciones tanto uno para 
el otro y sostener el equilibrio social. (Mendoza, 2012, p. 9) 
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 Desde la misma Declaración Universal de los Derechos Humanos se 

consagró este derecho, bajo el entendido de que:  

 Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad 

social, y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, 

habida cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción de 

los derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al 

libre desarrollo de su personalidad (ONU, 1948, Declaración Universal de los 

Derechos Humanos. art. 22). 

 Especificándose esta protección en instrumentos internacionales9 como es 

el caso del 102 de la OIT que establece las prestaciones mínimas que integran la 

Seguridad Social, como lo es en caso de enfermedad, accidentes de trabajo 

familiares, desempleo edad entre otras. Posteriores donde se determinaba que los 

Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la 

seguridad social, incluso al seguro social. (ONU, 1966, pacto internacional de 

derechos económicos, sociales y culturales, Art 9), o también se estipulaba que  

 La revisión de sistemas amplios de seguridad social y los servicios de 

asistencia social y el establecimiento y la mejora de sistemas de servicios y 

seguros sociales para todas aquellas personas que por enfermedad, invalidez o 

vejez no puedan ganarse la vida, temporal o permanentemente, teniendo en 

cuenta la necesidad de garantizar el debido nivel de vida a estas personas, a sus 

familias y a quienes estén a su cargo; (ONU, Declaración sobre el progreso y el 

desarrollo en lo social 1969, Art 11,) 

1.3.2. Protección regional al derecho humano de la 

seguridad social 

 Cada una de las ideas que se instituyeron dentro del sistema universal de 

protección de derechos humanos inclinaron a todo el mundo jurídico a la creación 

de sistemas regionales que materializaran en mejor medida las premisas 

universales, dentro de estos sistema regionales aprecio en el año de 1969 el 

                                                           
9
 Los trabajadores migratorios y sus familiares gozarán en el Estado de empleo, con respecto a la 

seguridad social, del mismo trato que los nacionales en la medida en que cumplan los requisitos 
previstos en la legislación aplicable de ese Estado o en los tratados bilaterales y multilaterales 
aplicables. Las autoridades competentes del Estado de origen y del Estado de empleo podrán 
tomar en cualquier momento las disposiciones necesarias para determinar las modalidades de 
aplicación de esta norma. (ONU, 1990, convención internacional sobre la protección de los 
derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares, Art 27) 
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Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos10 del cual 

Colombia hace parte, este sistema entendido como la aglomeración de estatutos 

regionales junto con autoridades de la misma jerarquía que abonan fuerzas en pro 

de garantizar el pleno ejercicio de los derechos humanos en cada uno de los 

territorios que integran el mencionado sistema11 igualmente reglamentó el derecho 

humano a la seguridad social. 

 En este orden de ideas,  

 los Estados miembros, convencidos de que el hombre sólo puede alcanzar 

la plena realización de sus aspiraciones dentro de un orden social justo, 

acompañado de desarrollo económico y verdadera paz, convienen en dedicar sus 

máximos esfuerzos a la aplicación de los siguientes principios y mecanismos (…) 

h) Desarrollo de una política eficiente de seguridad social, (OEA, 1948, carta de la 

OEA, Art 45) 

 Esta declaración se fortaleció de forma ideológica con la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos (en adelante CADH) pues en ella no se 

consagra textualmente este derecho, sino que se exhorta a su cumplimiento, pues, 

en este instrumento jurídico se precisó que: 

 Los Estados Partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel 

interno como mediante la cooperación internacional, especialmente económica y 

técnica, para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos que se 

derivan de las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, 

contenidas en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, reformada 

por el Protocolo de Buenos Aires, en la medida de los recursos disponibles, por vía 

legislativa u otros medios apropiados. (Art 26, CADH) 

                                                           
10

 En el Derecho de los derechos humanos, se reconoce al individuo un conjunto de derechos y es 
el Estado quien asume las obligaciones correlativas. En tal sentido, en el sistema interamericano, 
de acuerdo con lo dispuesto por el art. 1 N° 1 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, es el Estado el que está obligado a respetar los derechos y libertades reconocidos en 
ella, y es el Estado el que debe organizar el poder público de manera que pueda garantizar a las 
personas bajo su jurisdicción el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos (Faúndez, 2004). 
11

 El Sistema Interamericano de Promoción y Defensa de los Derechos Humanos inició 
formalmente con la adopción de la “Carta de la Organización de los Estados Americanos”3 y de la 
“Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre” en Bogotá, Colombia en el año de 
1948, en el marco de la Novena Conferencia Internacional Americana (Franco, 2007, p. 124).  
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 Sin embargo, gracias al protocolo adicional a la CADH se logró por primera 

vez dentro de este sistema la transcripción textual de la seguridad como derecho 

fundamental, dado que en su artículo noveno este protocolo determinó que:  

 a) Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra 

las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o 

mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa. En 

caso de muerte del beneficiario, las prestaciones de seguridad social serán 

aplicadas a sus dependientes. 

 b) Cuando se trate de personas que se encuentran trabajando, el derecho 

a la seguridad social cubrirá al menos la atención médica y el subsidio o jubilación 

en casos de accidentes de trabajo o de enfermedad profesional y, cuando se trate 

de mujeres, licencia retribuida por maternidad antes y después del parto (Art 9 

protocolo de san salvado) 

1.4. Reglamentación interna de la seguridad social.  

 La seguridad social para el caso colombiano tiene fundamento 

constitucional en el artículo 48 de la carta magna de esta nación dentro del título 

de los derechos económicos, sociales y culturales12. Esta disposición supra legal 

materializa las demandas que desde la misma promulgación del código sustantivo 

del trabajo se han generado; donde los ciudadanos de este Estado han buscado 

un mejor bienestar en el desarrollo de su personalidad. No obstante, la Corte 

Constitucional como máximo tribunal de la jurisdicción constitucional mediante 

diferentes sentencias ha abordado la temática de la seguridad social, trabajo 

pretoriano del cual han producido interpretaciones de gran valor sobre la 

seguridad social y su categoría como derecho humano. 

 De ahí, son varias las figuras que esta corporación ha proferido en materia 

de seguridad social, como lo es la categorización de este derecho en un servicio 

                                                           
12

 la seguridad social se encuentra prevista en el Texto Superior como un derecho económico y 
social, el cual según la jurisprudencia constitucional, es considerado como un derecho prestacional 
y programático, ya que le otorga, por una parte, a todas las personas el derecho de exigir una 
determinada prestación, es decir, la realización de un hecho positivo o negativo por parte del 
deudor consistente en dar, hacer o no hacer alguna cosa a favor del acreedor, y por otra, en la 
mayoría de los casos, requiere para su efectividad realización, la sujeción a normas 
presupuestales, procesales y de organización, que lo hagan viable y, además, permitan mantener 
el equilibrio del sistema (Corte Constitucional, 2004, C- 623). 
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público al cumplir con los presupuestos necesarios para tener tal rotulo, así, este 

derecho i) está encaminado a la satisfacción de necesidades de carácter general, 

ii) exigiendo el acceso continuo, permanente y obligatorio de toda la colectividad a 

su prestación, además de iii) ser necesario e indispensable para preservar la 

vigencia de las garantías fundamentales en el Estado Social de Derecho (Corte 

Constitucional, 2004, C- 623). Agregando a lo anterior, los principios de 

universalidad y eficacia en la misma sentencia son consagrados como principios 

rectores de este derecho, dado que, la cobertura en la protección de los riesgos 

inherentes a la seguridad social debe amparar a todas las personas residentes en 

Colombia (principio de universalidad); debiendo obtener la mejor utilización 

económica de los recursos administrativos y financieros disponibles para asegurar 

el reconocimiento y pago en forma adecuada, oportuna y suficiente de los 

beneficios a que da derecho la seguridad social (principio de eficacia). 

Con todos estos elementos esta corporación definió este derecho como: 

Un conjunto armónico de entidades públicas y privadas, normas y 

procedimientos, conformado por los regímenes generales establecidos para 

pensiones, salud, riesgos profesionales y servicios complementarios que son 

definidos en la ley, cuyo objeto es garantizar los derechos irrenunciables de las 

personas, mediante la cobertura de las contingencias que afectan la salud, la 

capacidad económica y, en general, las condiciones de vida de toda la población 

(Corte Constitucional, 2008, T - 1014)13 

Igualmente, como características de este derecho el máximo tribunal 

determinó que una de ellas es su obligatoriedad ante la existencia de un mandato 

constitucional por el cual se ordena como mínimo que todo ciudadano esté afiliado 

al sistema general de seguridad social (Corte Constitucional, 2013, C - 853). 

Presentándose otra característica como la irrenunciabilidad la cual emerge por 

medio de la dimensión de derecho fundamental que adopta cuando, por ejemplo, 

está orientada a garantizar el mínimo vital de personas en situación de debilidad 

                                                           
13

 resulta que la seguridad social no sólo compromete al Estado sino también a la sociedad para el 
logro de los objetivos indicados. En efecto, el artículo 48 constitucional, dispone que el Estado con 
la participación de los particulares amplíe progresivamente la cobertura de la seguridad social, la 
cual puede ser prestada por entidades públicas o privadas de conformidad con la ley, siempre bajo 
la dirección, coordinación y control del Estado (Corte Constitucional, 2008, T - 1014). 
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manifiesta (Corte Constitucional, 2014, T- 606). Reforzándose su protección bajo 

la perspectiva de que: 

“El derecho a la seguridad social ha sido consagrado desde dos 

connotaciones: i) como un servicio público que se presta bajo la dirección, 

coordinación y control del Estado, el cual debe responder a los principios de eficiencia, 

universalidad y solidaridad; y ii) como un derecho fundamental irrenunciable en 

cabeza de todos los ciudadanos. Frente a esta última dimensión, la Corte ha señalado 

que la seguridad social se debe entender como el conjunto de medidas institucionales 

tendientes a brindar progresivamente a los individuos y sus familias, las garantías 

necesarias frente a los distintos riesgos sociales que puedan afectar su capacidad y 

oportunidad, en orden a generar los recursos suficientes para una subsistencia acorde 

con la dignidad del ser humano” (Corte Constitucional, 2016, T -147). 

Por todo ello se vislumbra que la seguridad social es un derecho que 

internacionalmente s considerado para su protección no solo en sede internacional 

sino también regionalmente como se evidencio en los pronunciamientos de la 

Corte IDH.  

2. SEGURIDAD SOCIAL EN PENSIONES 

Sobre el sistema de seguridad social en pensiones se tiende en múltiples 

ocasiones a asemejar con la jubilación por vejez pues algunos autores definen 

esta figura como los programas de transferencias instituidos por el Estado, cuyo 

objetivo es proporcionar seguridad de ingresos a los adultos mayores en un 

contexto donde los acuerdos informales tradicionales se consideran insuficientes 

(Rofman, & Luchetti, 2006, p. 2). No obstante, este sistema integra no solo la vejez 

sino al mismo tiempo comprende otros tipos de circunstancias por las cuales 

ciertas personas adquieren el derecho de obtener un soporte para su bienestar de 

fondos públicos o privados (López, J., & Reig, 2015, p. 133). Habría que decir 

también, que el sistema público de pensiones es el pilar básico del estado de 

bienestar y uno de los principales instrumentos de redistribución de la riqueza y 

garantía de la protección social que los ciudadanos pueden disfrutar. Como se ha 

dicho, este sistema de pensiones es un: 

esquema de rentas o pagos periódicos que una persona se compromete a 

realizar a otra, a partir del cumplimiento de una condición preestablecida. La causa 
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que genera el pago y su monto, son elementos cruciales en la determinación de la 

pensión lo mismo que las fuentes de su financiamiento (Lozano, 2000, p. 3). 

 Estas causas son descritas por la misma doctrina como i) la vejez, ii) la 

invalidez y la muerte (pensión de sobrevivientes), teniendo cada una de estas 

categorías una esencia jurídica diferente, dado que:  

a)  Para el caso de vejez, el hecho generador es la 

imposibilidad de originar un flujo de ingresos derivado de la acción del 

trabajo por efecto de la disminución natural de la capacidad física. La 

mayoría de las personas ganan menos a medida que envejecen, porque 

trabajan menos o porque son menos productivas y, por tanto, necesitan 

una fuente de ingresos segura para sobrevivir.  

b)  En una pensión de sobrevivencia, el hecho generador sería 

la pérdida de un flujo de ingresos por efecto del fallecimiento de un afiliado 

o pensionado quien tiene a cargo el sostenimiento económico de alguna 

otra persona (esposa, hijos, padres, hermanos, entre otros).  

c)  Para invalidez la causa sería la imposibilidad de generar un 

flujo de ingresos derivado de la acción del trabajo por efecto de una 

disminución de la capacidad física, debida a alguna enfermedad o 

accidente (fuera o dentro del trabajo), que resulte en un estado de 

invalidez, por lo general en edad temprana (Hernández, 2002, p. 3). 

A pesar de estas claras diferencias cada uno de estos tipos tiene en común 

principios por los cuales se rigen en su implementación sin disparidad alguna, 

como lo son:  

a)  El principio de contribución: la pensión que se percibe 

guarda relación con las cotizaciones efectuadas a lo largo de la vida 

laboral. 

b)  El principio de reparto: las prestaciones contributivas de los 

pensionistas son financiadas por las cotizaciones de las personas en 

activo, que percibirán sus pensiones futuras con cotizaciones de las 

personas que trabajen cuando ellas sean pensionistas.  

c)  El principio Público: lo que no solo significa control y gestión 

pública de la recaudación y del pago de prestaciones, sino también la 

garantía del Estado sobre las pensiones 

d)  El principio de Obligatoriedad: como requisito de un sistema 

de seguros sociales que afecta a la población trabajadora, y basa su 

fortaleza en la amplitud del colectivo de asegurados y en una adecuada 

renovación de estos (López, J., & Reig, 2015, p. 133). 
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De esta manera “el deber de todos los Estados al establecer y estructurar 

los SGSSS es el de prevención, atenuación y corrección de las faltas de dichos 

sistemas, en el marco de los principios de igualdad y equidad” (Guillen, 1990, p. 

168). Cabe mencionar que para el caso colombiano fue creada una nueva figura 

adicional a las anteriores con el objeto de mejorar las condiciones laborales de 

muchos colombianos, consistente en:  

 La pensión familiar establecida en Colombia es parte de una serie de 

medidas desesperadas que buscan aumentar la cobertura del sistema contributivo 

de la seguridad social. Sin embargo, adolece de los problemas de diseño arriba 

enunciados que la hacen ser sospechosa en variados aspectos de 

inconstitucionalidad, y en otros aspectos, por lo menos inequitativa. Aun así, es 

deseable desde el punto de vista social el establecimiento de esta institución, que 

en algo ayudará a mejorar la cobertura del sistema de pensiones, toda vez que la 

mayoría de los colombianos no tiene posibilidades materiales de alcanzar el 

número de semanas requeridas para acceder a la pensión de vejez. En todo caso, 

no podemos perder de vista sus objetivos, pues esta medida no puede convertirse 

en la forma de obtener una pensión en detrimento de uno de los miembros de la 

pareja que forma el núcleo familiar (Segura, & Cadena, 2014, p. 94). 

 Como antecedentes de este sistema se debe mencionar que en Colombia 

existía un modelo no integrado que frente a pensiones respondía a través de un 

sistema de reparto, con existencia de varios regímenes y aplicación de 

cotizaciones tripartitas con aportación a lo menos formal del Estado (Ruezga, 

Mesa, Cortés, D’Angelo, Díaz, & Donadon, 2005, p. 153). 

La temática sobre pensiones al ser un derecho humano de naturaleza social 

trae con su consagración, y sobre todo con su materialización múltiples 

controversias e incluso demandas debido a que14  

La crítica del neoliberalismo al estado del bienestar no sólo se dirige a su 

intervención en lo económico, sino también en la política social, oponiéndose a los 

                                                           
14

Para estas problemáticas o críticas al sistema pensional se han presentado soluciones por las 
cuales se de satisfacción a las demandas que se han generado en la materia como es el caso del 
modelo propuesto por Valdés-Prieto (2008) construye un “sistema de pensiones de segunda 
generación”, el cual define como una transferencia no contributiva, proporcional y condicionada a la 
densidad de contribución alcanzada por los individuos en el segundo pilar, que tiene como monto 
inferior una pensión mínima objetivo, de carácter asistencial, que será asignada a los individuos 
que no generaron densidad de contribución. De esta forma, el incentivo para participar en el 
mercado informal es menor ya que se traduce en una pensión de menor cuantía en el futuro 
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beneficios laborales, los derechos sociales, el colectivismo, la asistencia social 

gratuita, entre otros15 (Ojeda, & Sánchez, 2016)16 

2.1. Desarrollo jurisprudencial en la jurisdicción 

constitucional nacional sobre el sistema de seguridad social en 

pensiones  

 La Corte Constitucional dentro de sus funciones ha promulgado sentencias 

en las cuales presenta proposiciones que atiborran los conceptos que se tienen de 

los derechos consagrados en la constitución como ya se evidencio sobre la 

seguridad social son notorios los avances que presenta esta corporación, pero 

especialmente son garantistas estas precisiones. De esta manera la Corte 

Constitucional estipulo sobre la aplicación del fenómeno de la prescripción para 

este derecho pensional en el contexto del sistema general de la seguridad social 

que, la ley no podía consagrar la prescripción del derecho a la pensión como tal, 

aunque sí podía establecer un término temporal para la reclamación de las 

distintas mesadas (Corte Constitucional, 2002, C, 298); profundizo este 

razonamiento en sentencias posteriores donde manifestó que: 

  “(...) No todo derecho de naturaleza laboral se extingue con el transcurso 

del tiempo. Como ocurre en el específico evento de las pensiones, tan pronto una 

persona reúne los requisitos establecidos en el ordenamiento legal para obtener el 

mencionado “status” de pensionado, el derecho adquirido no puede ser 

desconocido, y se enmarca dentro de la categoría de los derechos que no 

prescriben en relación con su reconocimiento; de manera que, sólo el fallecimiento 

de la persona hace viable la terminación del mismo, salvo cuando haya lugar a la 

sustitución pensional establecida en la ley o en las normas convencionales sobre 

la materia, para los beneficiarios de dicho derecho (Corte Constitucional, 2003, C, 

624) 

                                                           
15

El debate sobre la reforma de las pensiones se ha centrado mayoritariamente en las alternativas 
para la financiación de las pensiones que básicamente se reducen a la elección entre el sistema de 
reparto y la capitalización. Menor atención se ha prestado en la literatura económica a los efectos 
de los sistemas de pensiones sobre la desigualdad intrageneracional (Jimeneo, 2003, p. 6). 
1616

 El problema se aborda en dos etapas: inicialmente se evalúan las elecciones de empleo 

cubierto por un sistema contributivo y un trabajo no cubierto, donde la densidad de contribución se 
obtiene endógenamente. En una segunda etapa se evalúa el deseo por ser deudor o ahorrador 
neto, por lo que al final tenemos en conjunto todas las posibilidades de consumo de un trabajador. 
El análisis considera una dotación fija de ocio, concentrando la decisión del trabajador en las horas 
que dedicará al trabajo formal o informal. Debido a lo anterior, el modelo perderá poder para medir 
la elección del ocio de manera endógena (Villagomez, & Ramírez, 2013, p. 847). 
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Asimismo, se advierte por esta corporación como el derecho a la pensión 

surge “del hecho de que la persona reunió una serie de requisitos e hizo aportes 

periódicos durante su vida laboral, con el fin de garantizar el amparo para él y su 

familia, contra las contingencias derivadas de la vejez, la invalidez y la muerte” 

(Corte Constitucional, 2003, C, 072). A parte de determinar el objeto y reglamentar 

los eventos donde la prescripción puede aparecer en materia pensional 

precisando la imprescriptibilidad del derecho, pero sí de las mesadas a recibir, 

igualmente este máximo tribunal constitucional, igualmente estableció la 

protección que debe tener este derecho a pesar de los cambios legislativos que se 

presenten, afirmando que:  

El Legislador al expedir la norma acusada no tuvo en cuenta que, como se 

explicó en la Sentencia C-789 de 2002, si bien frente a un tránsito legislativo y al 

régimen de transición respectivo el derecho a la pensión no es un derecho 

constitucional adquirido, sino una expectativa legítima, sí existe un derecho al régimen 

de transición de las personas cobijadas por el mismo. Tampoco tuvo en cuenta que 

una vez entrada en vigencia la disposición que consagra el régimen de transición, los 

trabajadores que cumplan con los requisitos exigidos para el mismo consolidan una 

situación concreta que no se les puede menoscabar (Corte Constitucional, 2004, C, 

754). 

 Buscando aclarar su posición sobre la imprescriptibilidad del derecho 

pensional la Corte Constitucional considera que la “imprescriptibilidad del derecho 

a la pensión se predica del mismo considerado de manera sustancial, pero no de 

las prestaciones periódicas o mesadas que de él se derivan y que no han sido 

reclamadas por el beneficiario” (Corte Constitucional, 2008, T, 1260)17. No 

obstante, en materia de salvaguarda a este derecho esta corporación ha señalado 

la protección “excepcional del derecho a la pensión de dos formas (i) de manera 

definitiva y (ii) de manera transitoria como mecanismo para evitar un prejuicio 

irremediable” (Corte Constitucional, 2008, T, 526). Obteniendo esta protección por 

su naturaleza fundamentalista como derecho dado que, Respecto del derecho a la 

                                                           
17

 Sin embargo, es importante precisar que la imprescriptibilidad de la pensión, se predica del 
derecho considerado en sí mismo, pero no de las prestaciones periódicas o mesadas que él 
implica y que no han sido cobradas, las cuales se encuentran sometidas a la regla general de 
prescripción de las acreencias laborales de 3 (tres) años, prevista en el Código Procesal del 
Trabajo y la Seguridad Social (Corte Constitucional, 2011, T, 681) 
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pensión, este es parte del derecho a la seguridad social, “de manera que bajo la 

óptica de la jurisprudencia más reciente en principio se entiende como un derecho 

fundamental” (Corte Constitucional, 2012, T, 436). Noción garantista que 

 surge de principios y valores constitucionales que garantizan la solidaridad 

que debe regir a la sociedad, y, además, se constituye en un instrumento para la 

especial protección que el Estado debe a las personas que, por su edad, condiciones 

de salud y ausencia de alguna fuente de sustento, tienen mayor dificultad para 

subsistir, y de esta manera asegurar el mantenimiento de unas condiciones de vida 

digna (Corte Constitucional, 2015, SU, 567) 

Particularmente sobre la pensión de invalidez este máximo tribunal 

colombiano en materia constitucional ha afirmado que este tipo de pensión es un 

auxilio otorgado por el Sistema de Seguridad Social ante la carencia o menoscabo 

considerable de la capacidad para laborar, en otras palabras, se trata de una 

prestación económica que se concede a quienes no pueden laborar por la pérdida 

de sus facultades para trabajar y atender sus necesidades (Corte Constitucional, 

T, 412 del 2016), siendo su finalidad, contrapesar los efectos negativos de una 

discapacidad y la afectación de algunos derechos fundamentales, como es el caso 

del mínimo vital, de aquellas personas que, como consecuencia de soportar una 

disminución significativa de su condición física o mental, no se hallan en 

capacidad de desempeñarse en el ámbito laboral, y en la mayoría de los casos, 

esta prestación se erige como el único medio de subsistencia (Corte 

Constitucional, T, 377, del 2016), específicamente se ha mencionado que: 

las personas que padezcan de enfermedades degenerativas, que hayan 

conservado una capacidad laboral residual después de ser diagnosticadas y que 

hayan seguido trabajando, tienen derecho a que el fondo de pensiones les reconozca 

los aportes que realizaron con posterioridad a la fecha de estructuración de la 

invalidez, y hasta el momento en que perdieron su fuerza de trabajo de manera 

permanente y definitiva (Corte Constitucional, T, 228 del 2017)18 

Por lo cual se reviste al ordenamiento jurídico colombiano no solo de 

medios de protección a personas que por tener afectaciones en su integridad 

                                                           
18

 Véanse las sentencias T-699A de 2007 (M.P. Rodrigo Escobar Gil), T-561 de 2010 (M.P. Nilson 

Pinilla Pinilla), T-671 de 2011 (M.P. Humberto Antonio Sierra Porto), T-962 de 2011 (M.P. Gabriel 
Eduardo Mendoza Martelo), T-886 de 2013 (M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez), T-294 de 2013 
(M.P. María Victoria Calle Correa) y T-043 de 2014 (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva). 
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personal no pueden acceder o tener las condiciones mínimas para obtener un 

desarrollo adecuada, para lo cual la pensión de invalidez surge como apoyo para 

que cada una de las personas que sean afectadas de esa manera puedan tener 

soportes económicos que le ayuden a solventar con facilidad su desarrollo. Incluso 

se aplican principios a partir de los cuales en casos donde las afectaciones a la 

integridad de las personas tienen un carácter de gravedad como las enfermedades 

crónicas a los que se les cubren la aplicación de la norma más beneficiosa para 

obtener este tipo de pensiones. 

3. PENSIÓN DE INVALIDEZ 

 El Sistema de Seguridad Social específicamente el régimen pensional por 

los principios rectores que los rigen como el de solidaridad propende por proteger 

a los sectores más débiles de la población; por tanto, los principios de 

interpretación deben buscar la aplicación de las normas más favorables para el 

afiliado que está especialmente protegido por la Constitución, como es el caso del 

inválido o discapacitado (Cadena, 2011, p. 112). Este tipo de pensión busca 

proteger la protección de las personas con discapacidad o materialmente en 

condición de inválidos, que le impide realizar sus labores para lograr una 

prestación económica que le permita subsistir (Castro, 2013, p. 172). Es 

importante señalar la existencia de un tipo de pensión de invalidez denominado: 

  “Pensión de Invalidez de Origen Mixto”, la cual pretende beneficiar a las 

personas declaradas en estad de invalidez por diferentes patologías, lo mismo que 

existe corresponsabilidad entre las Aseguradoras de Fondo Pensional y de Riesgos 

Laborales, quedando solo en cabeza de una de ellas la responsabilidad de hacer el 

pago de la mesada pensional, adquiriendo la responsable la posibilidad de repetir 

contra la otra aseguradora en lo que le correspondería proporcionalmente del pago 

(Diaz, 2015, p. 62) 

Por ello “la pensión es un reconocimiento económico que consiste en el 

pago de una renta mensual denominada pensión a una persona que ha sido 

calificada como inválida” (Diaz, 2014, p. 48), la persona pierde la capacidad 

laboral para realizar cualquier trabajo de manera permanente (la invalidez) 

(Lazarte, Constantino, Galicia & Beya, 2016, p. 299), la dificultad para realizar 
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actividades que, según la edad, el sexo y el entorno social se consideran básicas 

para la vida diaria (Herrera, 2015 p. 9), “se determina como una pérdida de 

capacidad laboral que presumiblemente hace imposible al afiliado a trabajar o, en 

otras palabras, procurarse un ingreso que le permita vivir en condiciones 

aceptables, mediante el ejercicio de un trabajo” (Castillo – Cadena, 2011, p. 81), 

siendo las funciones biológicas, psíquicas y sociales (Suarez, 2011, p. 49), en 

otras palabras, “capacidad de locomoción y la plenitud de las funciones físicas y 

síquicas” (Arenas, 2011, p. 53). los componentes que son analizados al momento 

de evaluar la pérdida de capacidad del ser humano, y una vez declarada dicha 

invalidez es adquirido el derecho a esa prestación económica (Cuellar, 2016, p. 5). 

En el ordenamiento mexicano se considera que existe invalidez “cuando el 

asegurado se halle imposibilitado para procurarse, mediante un trabajo igual, una 

remuneración superior al cincuenta por ciento de su remuneración habitual 

percibida durante el último año de trabajo y que esa imposibilidad derive de una 

enfermedad o accidente no profesionales” (Congreso de los Estados Unidos 

mexicanos, ley del seguro social, art 119), encontrando que de forma común es un 

mismo criterio el que define tanto el tipo de pensión y los presupuesto para 

obtener dicha prestación económica. 

La efectiva garantía de reconocer la pensión en conexidad con el mínimo 

vital de aquellas personas que por su estado de invalidez tienen derecho a tal 

concesión. Tales personas se encuentran en un estado de indefensión y limitación 

que merece una especial protección (Corte Constitucional, 2003, T, 771). A pesar 

de ser un derecho reglamentado de forma legal y no tener carácter esencial en los 

eventos donde las personas que tiene invalides su asignación pensional se torna 

fundamental en cuanto esté en relación directa con el derecho a percibir un 

mínimo vital, a la igualdad y a la dignidad (Corte Constitucional, 2005, T, 344).  

Esta categorización como derecho fundamental por conexidad es debido a 

que si bien la pensión de invalidez representa un derecho esencial e irrenunciable 

en cuanto asegura la supervivencia de aquellas personas que han visto menguada 

o disminuida su capacidad laboral es un derecho de creación legal, pero que 
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encuentra fundamento en la Constitución Política (Corte Constitucional, 2005, T. 

619). Con esto no se quiere quitar relevancia a este derecho19, sino que se busca 

el equilibro que representa la seguridad jurídica en especial el principio de 

legalidad pues con esta salvedad se limita las circunstancias en las cuales se 

pueda otorgar esta pretensión por vía de tutela dejando como regla general su 

solicitud ordinaria según lo estipulen los correspondientes reglamentos en la 

materia.  

Antes bien este tipo de concepciones pretorianas que promulga esta 

corporación tienen por objeto materializar la protección constitucional a las 

personas con discapacidad física2021. Como se ha dicho este máximo tribunal en 

posteriores sentencias estima que, en situaciones excepcionales, el derecho al 
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 Pues es la exprecion de la protección especial de personas que la necesiten; en términos de la 
corte Dentro del sentir del constituyente colombiano, evidenciado en el diseño de la Carta Política 
de 1991, se advierte el deseo de catalogar a todos los ciudadanos en igualdad de condiciones 
frente a la ley y las autoridades. Por tanto, consideró que todos tenemos los mismos derechos, 
libertades, protección, trato y oportunidades, sin que se permita discriminar a ninguna persona por 
razón de su sexo, raza, religión, nacionalidad, lengua, ideología política, entre otras. Sin embargo, 
y a pesar de la igualdad promulgada por dicho mandato, esta conserva una excepción, consistente 
en brindar un especial y mayor cuidado a las personas que por sus condiciones económicas, 
físicas o mentales, se encuentren en una circunstancia de debilidad manifiesta en comparación con 
el común de la sociedad, sin que ello genere condiciones de desigualdad, constituyéndose de esta 
forma en sujetos de especial protección constitucional (Corte Constitucional, 2011, T, 838). 

20
 En efecto, el inciso 3 del artículo 13 superior, instituye como deber del Estado el proteger 

especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se 
encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta”. Disposición que guarda armonía con el 
artículo 47, ejusdem, al disponer que el Estado debe adelantar una política de previsión, 
rehabilitación e integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a quienes 
se les prestará la atención especializada que requieran. Normatividad que debe interpretarse en 
correspondencia con las normas constitucionales que reconocen la seguridad social como servicio, 
derecho y principio del ordenamiento constitucional (arts. 48, 49 y 53 de la Carta) (Corte 
Constitucional, 2007, T, 628). 
21

 El derecho a la protección y la atención especializada para este grupo de personas cobra 
eficacia mediante la prestación de los servicios públicos de salud y seguridad social a través de los 
respectivos entes estatales y privados destinados a su cobertura y satisfacción por mandato de la 
ley, y de otro lado, con las instituciones de vigilancia y control del ramo, encargadas de garantizar 
su calidad, oportunidad y permanencia. No obstante, cuando las medidas legales y reglamentarias 
no cumplen las finalidades de protección y atención, y la persona por sus condiciones personales, 
sociales, culturales y económicas advierte por sí misma o a través de representante o de agente 
oficioso la vulneración de sus derechos fundamentales puede acudir a la acción de tutela de 
raigambre iusconstitucional para restablecer el estado normal de las cosas y/o evitar la continuidad 
de las transgresiones sufridas. En este sentido la intervención del juez constitucional deberá ser 
inmediata, quien, de estimar necesario, procederá a emitir las órdenes a que haya lugar y a 
adoptar las decisiones de carácter preventivo y/o coercitivo para con el fallo entrar a amparar de 
manera real y efectiva los derechos fundamentales vulnerados o amenazados por la acción o la 
omisión de cualquier autoridad pública o de particulares (Corte Constitucional, 2009, T, 648). 
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reconocimiento a la pensión de invalidez puede ser protegido por vía de tutela, 

cuando se pretende la protección de ese derecho que, por las circunstancias del 

caso concreto, adquiere el carácter de fundamental (Corte Constitucional, 2007, T, 

641). En síntesis, la Corte Constitucional en toda la línea jurisprudencial sobre la 

pensión de invalidez la ha definido como  

 una compensación económica tendiente a resguardar las necesidades básicas 

de aquellas personas cuya capacidad laboral se ve disminuida, como el acceso a una 

fuente de ingreso para solventar una vida en condiciones de dignidad, para aquellas 

personas que ven reducida su capacidad laboral (Corte Constitucional, 2014, T, 

004)22. 

4. SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL EN PENSIONES 

PARTICULARMENTE PENSIÓN DE INVALIDEZ PARA MIEMBROS DE 

LA FFMM. 

Dentro del sistema de seguridad social que existe en Colombia se integran 

sistemas excepcionales que son otorgados a determinado grupo poblacional como 

es el caso de los miembros del ejército que por sus funciones son sujetos de un 

régimen especial, partiendo del hecho de que  

“son nobles servidores nacionales, que ejercen su función de la manera 

más peligrosa, porque se va a vivir en función de gloria, con una constante 

perspectiva de muerte. Por eso se rodean de ciertos privilegios, honras y fueros 

que no tienen los demás ciudadanos comunes, atributos que son absolutamente 

indispensables” (Valencia, 2007, p. 364) 

Por ello se procederá a desarrollar este régimen a continuación. 

                                                           
22

 La pensión de invalidez ha sido definida como el derecho esencial e irrenunciable a percibir 
prestaciones económicas y en salud para compensar la situación de infortunio derivada de la 
pérdida de la capacidad laboral (art. 48 C.P.). Se trata de un derecho de creación legal, pero que 
deriva directamente del artículo 48 de la Constitución que garantiza a todos los habitantes del 
territorio nacional el derecho a la seguridad social. Asimismo, la jurisprudencia constitucional ha 
considerado que el derecho a la pensión de invalidez, puede, bajo determinadas circunstancias, 
adquirir rango fundamental cuando se relaciona con el derecho a la vida, al mínimo vital, al trabajo, 
la salud y la igualdad, de las personas que sufren una disminución parcial o total de su capacidad 
laboral por razones ajenas a su voluntad. Este derecho adquiere una connotación especial al 
buscar preservar los derechos de los sujetos de especial protección como los disminuidos físicos, 
sensoriales o psíquicos (Corte Constitucional, 2011, T, 062A) 
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4.1. Antecedentes legislativos sobre la pensión de 

invalidez para miembros de la FFMM 

Para comprender el contenido normativo que actualmente rige la legislacion 

sobre la pension por invalidez de los miebros del jercito, es pertienete establecer 

cada uno de los presupuestos legislativos que a lo largo de la historia del Estado 

colombiano se han proferido, para que al momento de analizar el ordenamiento 

vigente se puede establecer con claridad los presupuestos que propendieron por 

su vigencia. Desde la cosntitucion del Estado de Derecho con la constitucion de 

1886 hasta los cambios ocasionados con la Constitucion de 1991, se estudiaran 

cada una de las normas juridicas que se sancioanron dentro de esta nacion sobre 

la materia especifica de la pension de invalidez para los miebros del ejercito 

teniendo en cuanta que esta entidad surgue desde la misma independencia en 

1819. 

4.1.1. Marco normativo durante el siglo XIX para la 

pensión de invalidez de los miembros del Ejército Nacional 

 En Colombia desde la independencia existe el Ejército Nacional, pero en 

sus inicios no contaban con una estructura administrativa y jurídica que le otorgara 

derechos a quienes hacían parte del mismo. Solo Fue en el año 1886, con la 

expedición de la Constitución Nacional en su artículo 169 consagrando la 

existencia de un ejército nacional y la obligación de respetar sus derechos, donde 

se hace alusión específica a que dichos miembros no se les puede desconocer las 

pensiones que obtengan por su servicio.  

Con el anterior soporte constitucional y mediante la ley 7 del mismo año, se 

creó el Ministerio de Guerra hoy Ministerio de Defensa Nacional y posteriormente 

se expidieron las leyes 146 y 153 de 1896 cada una de estas normas integran el 

antecedente legislativo de lo que en la actualidad se denominaría estatuto de las 

FFMM. Estas leyes contienen regulaciones sobre i) recompensas, ii) pensiones y 

iii) Montepíos militares, los cuales se procederán a explicar:  
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a)  “Las recompensas se concedían por muerte en batalla, 

heridas en ésta, y por invalidez generada por la misma causa; equivalían a 

dos años de sueldo en el caso de muerte y a uno si se trataba de invalidez. 

En esta materia, se otorgaban por muerte en batalla y otras acciones de 

guerra, y ascendían al sueldo de dos años. Para los mutilados se 

proporcionaban por una sola vez, aparatos ortopédicos” (Congreso de la 

Republica, 1986, ley 153). “Estas Disposiciones se extendían a los 

miembros de la Marina” (Congreso de la Republica, 1986, ley 146) 

b)  “Las pensiones se otorgaban por el tiempo de servicios en la 

guerra de independencia o en guerras posteriores, en cuantías de un ¼ de 

sueldo si se sirvió en filas 20 años, o ½ de sueldo si el tiempo fue de 30 

años; en ambos eventos se requería de la participación en dos campañas, 

en cuyo caso el tiempo se computaba doble. Estas prestaciones se 

otorgaban a la viuda, los hijos varones menores de edad, y las mujeres que 

se mantuvieran célibes” (Congreso de la Republica, 1986, ley 153).  

4.1.2. Desarrollo legislativo durante las dos primeras 

décadas del siglo XX sobre pensión para los miembros del ejército 

nacional 

Por su parte, “el Montepío militar era una incipiente institución de 

previsión, con carácter mutual, que existía desde la época de la independencia, 

fue reglamentada estableciéndose afiliaciones forzosas y cotizaciones de tres 

centavos por peso sobre los sueldos para los Oficiales del Ejército y Marina, y 

voluntarias para los militares retirados. A la muerte del afiliado que hubiere 

contribuido por lo menos dos años, el Montepío pagaba a su viuda o hijos, 

asignaciones mensuales que se extinguían por muerte de la viuda, mayoría de 

edad de los hijos varones y matrimonio para las mujeres” (Congreso de la 

Republica, 1986, ley 153). El derecho al Montepío era incompatible con las 

pensiones militares. Posteriormente la ley 131 de 1915, disponiendo que “sus 

recursos pasaran a la tesorería de la República” (Congreso de la Republica, 

1915, ley 131); en el mismo año, mediante la ley 71, se unifica “el régimen de 
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retiro, pensiones y recompensas para los miembros del Ejército. Este estatuto 

estableció como condición para la pensión militar 25 años de servicio, o 

invalidez ocasionada por heridas de guerra o accidentes de servicio. La 

pensión ascendía a la ½ del sueldo de actividad, más el 4% por cada año que 

excediera de los 25, sin sobrepasar 100 pesos. Para la tropa, solo se otorgan 

pensiones por heridas recibidas en acciones de guerra” (Congreso de la 

Republica, 1915, ley 71) 

 Posteriormente, mediante ley 75 de 1925, se creó la “Comisión de Sueldos 

de Retiro”, bajo la dirección del General José María Forero. Hoy día Caja de Retiro 

de las Fuerzas Militares, “es la Entidad encargada de cubrir las pensiones de los 

Oficiales del Ejército; la entidad se financió con un aporte del 3% de los Oficiales 

activos, más una subvención del tesoro público de 80.000 anuales durante los 

siguientes diez años. La prestación se otorgaba por retiro después de 15 años de 

servicio en proporción al 30% del sueldo, más un 3% por cada año adicional, sin 

exceder de treinta años. Los periodos de guerra se contabilizaban como dobles” 

(Congreso de la Republica, 1925, ley 75). 

En reemplazo de las recompensas se otorgó una indemnización que se 

pagaba a los inválidos retirados antes de cumplir los quince años, en cuantía de 

dos a cuatro años de salario, dependiendo del grado de invalidez. En el año de 

1927, mediante la ley 104, para “otorgar pensión de retiro de los Suboficiales, se 

creó la Caja de Sueldos de Retiro de Suboficiales, financiada con una cotización 

del 2% de su sueldo mensual, además de un aporte del tesoro nacional por la 

suma de 30.000 anuales durante cinco años, para los pagos iniciales” (Congreso 

de la Republica, 1927, ley 104). Dadas las cargas económicas que empezó a 

tener la Caja de Oficiales, por decreto 312 de 1926 se “aumentó al 4% la 

cotización de los oficiales del Ejército en servicio activo. Se prescribió también 

como aporte adicional, la diferencia del sueldo que se presenta en caso de 

ascenso de grado. Debido al desarrollo de la aviación militar” (Presidencia de la 

Republica, 1926, decreto 312). 



27 
 

4.1.3. Avances legislativos durante la década de los 

treinta  

 Con la ley 6 de 1936, se creó la Caja de Sueldos de Retiro de la Aviación, 

que “reconocía pensiones a los tripulantes de aeronaves militares, siempre que 

fueren colombianos y hubieren servido por un lapso superior a ocho años, y 

volado un tiempo mínimo de 1500 horas. La pensión se otorgaba en cuantía de 

80% del salario devengado al momento del retiro. Para los Suboficiales de 

aviación, se exigía un tiempo de servicio de diez años, otorgándole pensión del 

18% por diez años y un 3% por cada año adicional sin exceder el 33%” (Congreso 

de la Republica, 1936, ley 6). La Marina, que desde 1915 recibía idéntico 

tratamiento al del ejército, fue restructurada en el año de 1936 por la ley 105 

(Congreso de la República, 1936, ley 105), creando su propia Caja de Previsión.  

En 1938 por la ley 55 se estatuyó la prima de alojamiento, que constituye “el 

antecedente del actual sistema militar de subsidio familiar, cuya característica 

fundamental es la cancelación directa por la fuerza a que pertenece o por la Caja 

de Previsión; esto es, no hay afiliación a una Caja de Compensación. El subsidio 

se otorga por ser casado o viudo, con hijos que le dependen. La prestación 

inicialmente se otorgaba en un 8% por el hecho de matrimonio y un 15% cuando 

se tenían hijos dentro de este” (Congreso de la Republica, 1938, ley 55). 

4.1.4. Consolidación normativa en los años cuarenta. 

 Debido a que la estructura y funcionamiento de las cajas del ejército y de la 

aviación, como de oficiales y suboficiales, eran similares, estas se fusionaron en 

una sola entidad mediante decretos 1688 y 1768 de 1942. De esta forma se 

excluyó a la armada, pues se consideraba que tenía un régimen especial que 

imponía un tratamiento diferente, además que la mayoría del personal naval se 

encontraba en ciudades costeras, por lo cual se requería, para que fuere oportuno 

el reconocimiento de las prestaciones, la ubicación de la entidad de previsión, en 

dicho lugar. Durante este tiempo se expidieron normas que regulaban los 

requisitos para acceder al sueldo de retiro y hubo variaciones como la de aumento 
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o disminución del tiempo de servicio, los porcentajes para reconocer la prestación, 

la figura de los tres meses de alta, que es una ficción legal para permitir el lapso 

de la sustitución de alta a retiro. Con la ley 100 de 1946 se unificó el régimen de 

carreras de todas las fuerzas y se fusionaron todas las Cajas de Sueldos de 

Retiro. Sin embargo, la ley 92 de 1948 creó de nuevo una entidad para la armada, 

que desapareció con la expedición del decreto 0240 de 1952, desde entonces 

existe una única entidad de previsión para el pago de las prestaciones económicas 

de las Fuerzas Militares; conocida como “Caja de Retiro de las Fuerzas Militares”. 

Actualmente la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares se encuentra bajo la 

Dirección del Mayor General (RA) Edgar Ceballos Mendoza. Desde su creación la 

Caja de Retiro de las Fuerzas Militares ha sido administrada y dirigida por militares 

en uso de buen retiro. 

4.2. régimen actual en materia de pensión de invalidez 

para los miembros de las FFMM23 

 La Corte Constitucional aclaro el régimen jurídico que aplica a los 

miembros de las FFMM. En ese sentido, el alto tribunal recordó que el artículo 

90 del Decreto 094 de 1989 dispuso que los miembros de la fuerza pública 

pudieran acceder a la pensión de invalidez, cuando se estableciera el 75% de 

disminución de capacidad laboral. Posteriormente, el artículo 32 del Decreto 

4433 del 2004 determinó que el porcentaje exigible para adquirir esta pensión 

es del 50% de discapacidad laboral, si esta es consecuencia de un combate, 

actos meritorios del servicio, acción directa del enemigo, tareas de 

                                                           
23

 La Corte Constitucional advirtió que la pensión de invalidez otorgada por las Fuerzas Militares 
por personal que sufra accidentes, rige a partir del 50% de incapacidad laboral. El alto tribunal 
recordó que la Ley 923 de 2004 reconoce a los miembros de la fuerza pública una pensión cuando 
la invalidez sea igual o superior al 50%. En normas anteriores se señalaba que sólo se tendría 
derechos a esta pensión tras la pérdida de capacidad laboral de 75%.  La Corporación hizo esta 
aclaración tras tutelar los derechos de un joven de 22 años, quien prestando su servicio militar 
obligatorio, recibió varias heridas por culpa de un hostigamiento de grupos armados ilegales y 
perdió del 57% de sus capacidades para conseguir un trabajo “Tiene derecho a que se le 
reconozca la pensión de invalidez, toda vez que por cumplir con su deber a la patria, recibió 
múltiples lesiones, lo que le produjo la referida pérdida de capacidad laboral y un perjuicio que le 
impide actualmente desarrollarse en un campo laboral”, señala el fallo. La Corte ordenó al 
ministerio de Defensa y a la Dirección de la Policía Nacional realizar de manera inmediata el 
trámite de pensión de invalidez a este joven, además de reconocerle los valores causados desde 
junio de 2012 cuando se conoció el resultado médico que demostró su incapacidad. 
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mantenimiento o restablecimiento del orden público, conflicto internacional y 

accidente ocurrido durante la ejecución de un acto propio del servicio. Así las 

cosas, en circunstancias diferentes a esos eventos, se debe exigir el 75% de la 

pérdida de capacidad laboral para obtener el beneficio pensional, concluyó la 

Corte Constitucional. 

 La corporación expresó que el régimen especial de las Fuerzas Militares y 

la Policía se fundamentan en el riesgo que esas instituciones deben asumir por las 

actividades de sus miembros, que pueden resultar lesionados de forma severa. 

Por eso tiene derecho a la atención, reubicación y reconocimiento de la pensión 

de invalidez, sin desconocer la especial protección constitucional que les 

corresponde. 

 Con estos argumentos, la corporación, en un fallo de tutela, ordeno al 

Ministerio de Defensa reconocer y pagar la pensión de invalidez a tres ex soldados 

que sufrieron una disminución de la capacidad laboral en actos del servicio 

descritos en el Decreto 4433 del 2004” (Corte Constitucional, Sentencia, 2004, T-

839, M. P. Gabriel Eduardo Mendoza). 

 El Gobierno Nacional, mediante decreto 1157 del 24 de junio del 2014, 

determinó el régimen de asignación de retiro para los oficiales, suboficiales y 

agentes de la Policía Nacional y de pensión de invalidez para el personal 

uniformado de la Fuerza Pública. 

 La norma precisa que la “asignación mensual de retiro” para el personal de 

oficiales, suboficiales y agentes de la Policía Nacional, se aplicará a aquellos 

miembros de la institución escalafonados con anterioridad al 31 de diciembre de 

2004. 

 De acuerdo con el decreto, los miembros de la Policía tendrán derecho a la 

asignación, “cuando sean retirados del servicio activo después de quince (15) 

años de servicio, por llamamiento a calificar servicios, por disminución de la 

capacidad psicofísica, por voluntad del Gobierno o de la Dirección General de la 
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Policía Nacional, o cuando sean “separados en forma absoluta, con más de 20 

años de servicio”. 

 Explica, además, que la asignación mensual de retiro será equivalente al 

50% del monto de las partidas computables por los primeros 15 años de servicio y 

4% más por cada año que exceda de los 15, hasta el 85%, incrementado en un 

2% por cada año adicional después de los 24 años de servicio, sin que el total 

sobrepase el 95% de las partidas computables. 

 En cuanto a la pensión de invalidez para las Fuerzas Armadas y la Policía, 

el decreto señala que se determinará cuando “exista una disminución de la 

capacidad laboral igual o superior al 50% ocurrida en servicio activo”. A dicha 

pensión se tendrá derecho a partir de la fecha del retiro o del vencimiento de los 

tres meses de alta cuando se compute como tiempo de servicio. 

 En el Decreto se precisan las siguientes escalas para el pago de la pensión 

por invalidez: El 50% cuando la disminución de la capacidad laboral sea igual o 

superior al 50%, e inferior al 75%; el 75% cuando la disminución sea igual o 

superior al 75%, e inferior al 85%; el 85%, cuando esa disminución sea igual o 

superior al 85%, e inferior al 95%. Y el 95% cuando la disminución sea igual o 

superior al 95%. 

Igualmente, se precisa que “la base de liquidación de la pensión del 

personal vinculado para la prestación del servicio militar obligatorio será el sueldo 

básico de un Cabo Tercero o su equivalente en la Armada Nacional, Fuerza Aérea 

y Policía Nacional”, y que “las pensiones de invalidez del personal de Soldados 

Profesionales, previstas en el Decreto Ley 1793 de 2000, serán reconocidas por el 

Ministerio de Defensa Nacional con cargo al Tesoro Público”. 

 Por último, la norma señala que, a partir de su vigencia, “cuando el 

pensionado por invalidez requiera del auxilio de otra persona para realizar las 

funciones elementales de su vida, el monto de la mesada pensional se aumentará 

en un 25%.”  
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 El procedimiento para el reconocimiento y pago de las prestaciones 

sociales, en especial cuando se trata de indemnización por disminución de la 

capacidad laboral y pensión por invalidez, en el Ejército Nacional para el personal 

de oficiales, suboficiales y soldados del Ejército Nacional, se encuentra regulado 

en normas especiales, son entre otras: el Decreto Ley 1211/1990 “Estatuto de la 

carrera de Oficiales y Suboficiales de las Fuerzas Militares” el Decreto Ley 

1790/2000 “Por el cual se modifica el Decreto que regula las normas de carrera 

del personal de Oficiales y Suboficiales de las Fuerzas Militares”, el Decreto Ley 

1796/2000 “Por el cual se regula la evaluación de la capacidad sicofísica y de la 

disminución de la capacidad laboral de los miembros de la Fuerza Pública”, el 

Decreto Ley 2728/1968 “Régimen de prestaciones sociales para Soldados”, 

Decreto Ley 1793/2000 “Por el cual se expide el Régimen de carrera y Estatuto del 

personal de Soldados Profesionales de las Fuerzas Militares”, Decreto 1794/2000 

“Por el cual se expide el Régimen salarial prestacional para el personal de 

Soldados Profesionales de las Fuerzas Militares”, Ley 1104/2006 “Por medio de la 

cual se modifican artículos del Decreto 1790 de 2000 en la carrera de los 

integrantes de las Fuerzas Militares” y en lo no previsto en estas normas 

especiales y en los decretos reglamentarios, se acude a lo dispuesto en el Código 

Contencioso Administrativo.  

 En este mismo sentido, la sentencia T-146-2013 cita que: “La garantía a la 

seguridad social y su fundamentalidad está muy ligada a la satisfacción real de los 

derechos humanos, especialmente el de la dignidad humana, pues a través de 

este derecho puede afrontarse la lucha contra los índices de pobreza y miseria. De 

manera especial, con la protección de esta garantía en las hipótesis de invalidez 

se busca evitar los efectos negativos que emanan de la falta de recursos 

económicos para cubrir aspectos básicos como la salud y el sostenimiento del 

hogar, debido a la imposibilidad del trabajador de seguir desempeñándose en el 

mercado laboral. 

 A los miembros de la Fuerza Pública se les otorgó el derecho de 

disfrutar de una pensión de invalidez cuando durante el servicio adquirieran una 
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incapacidad igual o superior al 75% por hechos ocurridos hasta antes del 7 de 

agosto de 2002. Del mismo modo, el decreto menciona a los Organismos 

Médico-Laborales Militares y de Policía, señala que son éstos, el Tribunal 

Médico-Laboral de Revisión Militar y de Policía y a la Junta Médico-Laboral 

Militar o de Policía. Finalmente, en el año 2004 se expidió la Ley 923 “Mediante 

la cual se señalan las normas, objetivos y criterios que deberá observar el 

Gobierno Nacional para la fijación del régimen pensional y de asignación de 

retiro de los miembros de la Fuerza Pública”, Esta ley dispone en su artículo 6 

que dicha normatividad deberá aplicarse a las pensiones de invalidez y 

sobrevivencia originadas en hechos ocurridos en misión del servicio o en simple 

actividad a partir del 7 de agosto de 2002, esto lo reafirma “Sólo el 25% de las 

personas que podrían recibir pensión la recibe efectivamente” (Montenegro, 

Armando & Rivas, Rafael, 2005, pág. 225) 

 En lo concerniente al régimen pensional que los regula, específicamente 

en el tema de la pensión de invalidez, con la entrada en vigor del Decreto 4433 

de 2004, se evidencia una clara contradicción entre el artículo 30 que dispone 

el reconocimiento y liquidación de la pensión de invalidez y el artículo 32 que 

consagra el reconocimiento y la liquidación de la incapacidad permanente 

parcial en combate o actos meritorios del servicio. “Estas normativas son 

contradictorias debido a que el artículo 30 cobija al personal vinculado al 

servicio militar obligatorio de las Fuerzas Militares y de la Policía nacional, 

contrario a lo esbozado en el artículo 32 que sólo genera efecto vinculante para 

los Soldados de las Fuerzas Militares y deja de lado a los Auxiliares Regulares 

de la Policía Nacional” (Presidencia de la Republica, 2004, decreto 4433). 

 No obstante los procedimientos administrativos para el reconocimiento y 

pago de las prestaciones sociales por incapacidad e invalidez para el personal de 

oficiales, suboficiales y soldados del Ejército Nacional se encuentran establecidos 

y regulados y que la Dirección de Prestaciones Sociales del Ejército Nacional de 

forma permanente informa al personal que no se requiere de tramitadores o 

intermediarios, que los derechos al reconocimiento y pago de las prestaciones 
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sociales por incapacidad e invalidez y que las mismas son irrenunciables e 

intransferibles y que todos los trámites son gratuitos. 

  “consideramos vital reflexionar acerca de que la situación del 
sistema pensional, pese a su indiscutible basamento técnico-económico, no 
puede reducirse a su racionalidad financiera, sino que implica siempre y en 
toda sociedad una decisión política y una concepción de equidad social” 
(Arenas Monsalve, Gerardo, 2005) 

 Teniendo en cuenta que en el Consejo de Estado cursan variedad de 

procesos sobre la materia objeto del presente estudio, hacen que el tema se 

encuentre vigente y que sea necesario revisar cómo se adelantan estos trámites 

administrativos, verificar su duración y requisitos, establecer si se requiere de 

grandes esfuerzos y de especiales conocimientos, examinar si para acceder a 

esos derechos hay que tener un apoderado, una persona que conduzca el tramite 

o si hay pagar o cancelar algún dinero para obtener el reconocimiento de los 

derechos prestacionales. 

 El Ejército Nacional requiere en sus filas de personas con capacidades y 

destrezas especiales, que gocen de excelentes condiciones físicas, de óptima 

salud mental, por ello sus procesos de incorporación son rigurosos y se requiere 

de la aplicación de múltiples exámenes médicos, pruebas de aptitud, pruebas 

sicológicas y psiquiátricas que garanticen la adaptación de la persona al exigente 

medio militar, el militar debe estar en capacidad de resistir la presión, superar el 

miedo, la soledad, la distancia de las familias y círculos de amistad, igualmente 

debe estar en capacidad de soportar largas y extenuantes jornadas de trabajo, 

tener una disponibilidad permanente, adaptarse a cualquier terreno, incluso a 

aquellos de difícil acceso, debe ser capaz de realizar el trabajo en situaciones de 

estrés, y mostrar subordinación ante las ordenes de un superior, razón por la cual 

el personal debe reunir habilidades especiales de orden físico y sicológico para 

ingresar y permanecer en la institución, esas condiciones le permiten al hombre o 

mujer cumplir de manera normal y eficiente las funciones propias de la actividad 

militar.   



34 
 

 La incapacidad por el contrario es aquella disminución o pérdida de la 

capacidad sicofísica, que afecta el desempeño laboral. Existen por lo tanto dos 

prestaciones aplicables en caso de incapacidad, estas son la indemnización y la 

pensión de invalidez, igualmente para que proceden las referidas prestaciones la 

incapacidad debe tener origen en actos del servicio, es decir que esa incapacidad 

haya sido ocasionada por el desempeño de las funciones. La página oficial del 

Ejército Nacional define la indemnización por disminución de la capacidad laboral, 

así Es una prestación social unitaria que se reconoce al Oficial, Suboficial o 

Soldado que sufra una disminución de la capacidad laboral determinada por la 

Dirección de Sanidad del Ejército o Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y 

de Policía a manera indemnizatoria (Ejército Nacional, 2014).  

“De esta manera, la doctrina viviente a partir de la interpretación sistemática 

de los Decretos-Leyes 1211, 1212, 1213 y 1214 de 1990, establece una 

modalidad de prestación social que se asimila a la pensión de vejez y que goza de 

un cierto grado de especialidad (en requisitos), atendiendo la naturaleza especial 

del servicio y las funciones que cumplen los servidores públicos a quienes se les 

reconoce. Se trata de establecer con la denominación de "asignación de 

retiro"(Cabanellas De Torres, 1983) 

 La indemnización por disminución de la capacidad laboral y el 

reconocimiento de la pensión por invalidez, para el personal de oficiales, 

suboficiales y soldados del Ejército Nacional, tiene fundamento en las normas 

especiales que lo regulan y también en el marco constitucional, artículo 48 de la 

Constitución Política de Colombia el cual establece que la seguridad social es un 

servicio público, luego entonces, se puede precisar que las prestaciones sociales 

tienen por finalidad proteger a la persona que ha sufrido una disminución 

considerable que afecta su capacidad laboral, su vida en toda su dimensión 

familiar, personal y social, por lo tanto las prestaciones sociales son garantías de 

rango humanitario para propender por la dignidad humana mediante la 

satisfacción del mínimo vital, del beneficiario y su núcleo familiar, más aún la 

incapacidad proviene de un servicio prestado a la patria.  
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“El fin del régimen especial de las Fuerzas Militares, el cual está 
establecido constitucionalmente, es el de compensar el desgaste físico y 
mental que implica el estado de inseguridad al que se somete al militar y a 
sus familiares durante la prestación de su servicio “(Linares, 2007) 

4.2.1. desarrollo administrativo para el otorgamiento de 

las pensiones por invalidez. 

En la página web del Ejercito Nacional se encuentran los formatos para los 

tramites de reconocimiento de las prestaciones sociales, para ello la Dirección de 

Prestaciones Sociales - DIPSO del Ejército Nacional dispone para los usuarios el 

formato No. 3, para la solicitud de reconocimiento de las prestaciones por 

diminución de la capacidad laboral, según corresponda a indemnización por 

disminución de la capacidad laboral o pensión por invalidez. La DIPSO siempre ha 

informado que el reconocimiento prestacional es gratuito y que no se requiere de 

terceros o intermediarios, a simple vista parece un trámite sencillo, pero vale la 

pena investigar los tiempos que se tarda en la realización del mismo, las posibles 

demoras y verificar los requisitos. En el formato No. 3 se encuentran establecidos 

los requisitos para dos tramites, por un lado; la indemnización por disminución de 

la capacidad laboral, y por otro la pensión por invalidez, el primero que se surte, 

según el Formato No. 3 ante la Dirección de Sanidad del Ejército y el segundo 

ante la Dirección de Prestaciones Sociales, es importante establecer de donde 

proviene esta diferenciación y plantear claramente cuáles son los procedimientos y 

los documentos requeridos. 

 El propósito de la investigación es establecer la efectividad y facilidad del 

procedimiento establecido para el reconocimiento y pago de la pensión de 

invalidez o incapacidad de los oficiales, suboficiales y soldados profesionales del 

Ejercito Nacional; la norma que regula este tema está bien redacta pero al 

materializarla las cosas no son tan fáciles y por eso a pesar de que la DIPSO 

insiste en la gratuidad del trámite la gente se ve avocada a conseguir 

intermediarios y no es por el cuanto haya que pagarle a ese intermediario si no por 

lo engorroso del papeleo. La aparente complejidad del procedimiento coadyuva a 

que pulule la corrupción en todo lo que tiene que ver con reclamaciones de este 
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tipo, ya incluso encuentra uno en la puerta de la Dirección de Sanidad o del 

Comando del Ejército dependientes judiciales haciendo publicidad a abogados 

“especialistas” en tribunal médico. 

 El departamento de medicina laboral tiene un altísimo número de 

solicitudes represadas lo que terminan en tutelas por no dar respuesta a las 

mismas, aumentando con ello, el volumen de trabajo a todo el departamento 

jurídico de la Dirección de Sanidad y la Dirección de Prestaciones Sociales. La 

Dirección de Prestaciones Sociales carece de subsedes en por lo menos las 

divisiones del Ejercito Nacional para evitar con ello que todos los tramites deban 

hacerse en la capital del país y obligando con ello a que quien está en provincia 

acuda a los tramitadores y a incurrir en gastos que jurídicamente no están 

contemplados y que no hacen sino aumentar la crisis por la que atraviesa quien 

está en esa travesía. La mayoría del personal orgánico del Ejercito Nacional, ni 

siquiera tienen claridad de cuando tiene derecho a lo que la ley define como 

indemnización por disminución de la capacidad laboral, por eso el hacer 

campañas de sensibilización también es importante para evitar que la gente haga 

tramites sin necesidad o tratando de pescar en río revuelto; Según Rodríguez 

(2010) 

“Constitucionalmente se le ha dado una protección a la actividad 
que realiza la Fuerza Pública, con fundamento a la exigencia diaria que 
realizan, además porque en el desarrollo de su labor se arriesga la vida, 
diferenciándose de los demás trabajadores, razón por la cual para el 
reconocimiento de una pensión se tienen en cuenta circunstancias 
especiales.”  

En este mismo sentido se ha dicho que 

“El sistema pensional tiene un impacto directo en el crecimiento de 
la calidad de vida, por que va de la mano con la sostenibilidad económica 
del país que si bien, ya no tienen una participación laboral, administran un 
sistema financiero cierto y recurrente que ayuda a la estabilización del 
circulo económico ya que este dinero es reinvertido además de ser 
constante” (Laserna, 2008)  

 El reconocimiento de la pensión de invalidez se encuentra desarrollado en 

el Decreto 4433 de 2004, el cual establece que el reconocimiento y liquidación 
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está supeditado a la valoración por parte de la Junta o el Tribunal Médico Laboral 

respectivo, así mismo la pérdida de la capacidad laboral debe ser igual o superior 

a setenta y cinco por ciento (75%), (Corte Constitucional, sentencia T- 391 de 

2011). Igualmente, la perdida de la capacidad debe tener origen en la prestación 

del servicio activo, es decir ser una enfermedad laboral, cumplidos los requisitos el 

Ministerio de Defensa Nacional debe reconocer en favor del afectado una pensión 

mensual a partir de la fecha de retiro o del “vencimiento de los tres meses de alta 

cuando se compute como tiempo de servicio”, mientras subsista la incapacidad. 

 La indemnización por disminución de la capacidad laboral y el 

reconocimiento de la pensión por invalidez, para el personal de oficiales, 

suboficiales y soldados del Ejército Nacional, tiene fundamento en las normas 

especiales que lo regulan y también en el marco constitucional, artículo 48 de la 

Constitución Política de Colombia el cual establece que la seguridad social es un 

servicio público, luego entonces, se puede precisar que las prestaciones sociales 

tienen por finalidad proteger a la persona que ha sufrido una disminución 

considerable que afecta su capacidad laboral, su vida en toda su dimensión 

familiar, personal y social, por lo tanto las prestaciones sociales son garantías de 

rango humanitario para propender por la dignidad humana mediante la 

satisfacción del mínimo vital, del beneficiario y su núcleo familiar, más aún la 

incapacidad proviene de un servicio prestado a la patria. 

4.3. Desarrollo jurisprudencial sobre la pensión de 

invalidez para los miembros del ejército dentro de las sentencias 

del Consejo de Estado  

En materia de seguridad social particularmente sobre el sistema de 

pensiones colombiano se ha tenido un fundamento constitucional relevante, el cual 

ya fue expuesto en los numerales que anteceden, surgiendo de estos 

fundamentos tanto el concepto como la finalidad sobre esta materia, 

específicamente sobre la pensión de invalidez se logró demostrar que es un medio 

por el cual se materializan varios principios constitucionales como la solidaridad e 

incluso la igualdad. Esta referencia, no solo ha sido implementada de forma supra 
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legal, se encuentra también variedad de sentencias proferidas por el Consejo de 

Estado en su calidad de máximo tribunal en lo contencioso administrativo que han 

tenido como objeto de estudio en múltiples sentencias la temática de la pensión de 

invalidez de las fuerzas armadas, obteniendo de ellas elementos teóricos 

pertinentes para complementar esta investigación. 

Teniendo un desarrollo cronológico afín al desarrollo legislativo24 y 

reglamentario en la materia25, sin que por tal razón solamente se sometan sus 

decisiones a dicho desarrollo26, sino que también, en dicho contexto a propendido 

por la aplicación de principios que buscaban en su momento beneficiar a los 

miembros de la fuera publica sin que ello conllevar a la ruptura del orden jurídico 

colombiano, antes bien, se materializaba los preceptos constitucionales sobre el 

Estado Social de Derecho, debido a que esta corporación ha manifestado la 

favorabilidad que este sistema debe tener con respeto de estos sujetos, los cuales 

son beneficiados al momento de aplicar las normas sobre pensiones, dado que, 

para obtener la pensión por esta causa tienen derecho a ser sometidos a aquellas 

regulaciones que le permitan de forma factible obtener dicho beneficio. En este 

orden de ideas, La favorabilidad opera, entonces, no sólo cuando existe conflicto 

entre dos normas de distinta fuente formal, o entre dos normas de idéntica fuente, 

sino también cuando existe una sola norma que admite varias interpretaciones 

(Consejo De Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 

Subsección “B”, Consejero Ponente: Bertha Lucia Ramírez De Páez, Bogotá, D.C., 

                                                           
24

 véase igualmente, la sentencia del consejo de estado consejo de estado, sala de lo contencioso 
administrativo, sección segunda, subsección b, consejera ponente: Bertha Lucia Ramírez De Páez 
(e), Bogotá, D.C., treinta (30) de enero de dos mil catorce (2014), radicación número: 50001-23-31-
000-2005-10203-01(1860-13). 
25

 Sobre la armonía de las sentencias del consejo de estado con el desarrollo legislativo y 
reglamentario en materia de pensión de invalidez para miembros de la fuerza pública se 
encuentran sentencias como la del Consejo de estado, sala de lo contencioso administrativo, 
sección segunda, subsección b, consejero ponente: Víctor Hernando Alvarado Ardila, Bogotá, D.C., 
veinticinco (25) de agosto de dos mil once (2011), radicación número: 08001-23-31-000-2003-
00008-01(0977-09).  
26

 asimismo, se encuentra la sentencia del consejo de estado, sala de lo contencioso 
administrativo, sección segunda, consejera ponente: Bertha Lucia Ramirez De Paez, Bogotá D.C., 
veintitrés (23) de octubre de dos mil catorce (2014), radicación número: 11001-03-25-000-2007-
00077-01(1551-07). O consejo de estado, sala de lo contencioso administrativo, sección segunda, 
consejero ponente: Gerardo Arenas Monsalve, Bogotá, D.C., doce (12) de febrero de dos mil 
quince (2015), radicación número: 11001-03-25-000-2010-00236-00(1974-10). 
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veintisiete (27) de marzo de dos mil ocho (2008), Radicación número: 25000-23-

25-000-1999-05264-01(2833-04)). 

Esta última postura sobre la ampliación de principios al momento de 

establecer la forma en que se regula el reconocimiento de pensión de invalides a 

miembros de la fuerza pública es reforzada por posturas posteriores según las 

cuales  

se podría sostener que si bien la normativa en referencia estableció 

inicialmente la exigencia de tener el 75% de pérdida de la capacidad laboral para 

acceder a la pensión de invalidez, con posterioridad la Ley 923 de 2004 disminuyó 

dicho porcentaje al 50% para todos los eventos, y el Decreto 4433 de 2004 lo hizo 

en un 50% solo en eventos tales como i) combate; ii) actos meritorios del servicio; 

iii) por acción directa del enemigo; iv) en tareas de mantenimiento o 

restablecimiento del orden público; v) en conflicto internacional; o, vi) en accidente 

ocurrido durante la ejecución de un acto propio del servicio Sin embargo, la Corte 

Constitucional, en jurisprudencia que el Consejo de Estado ha prohijado, ha 

establecido que, en todo caso, cuando la disminución de capacidad laboral iguale 

o supere el 50% se reconocerá la pensión de invalidez, ya que la Ley 923 de 2004 

dispuso que el Gobierno Nacional debía reglamentar el tema del reconocimiento 

de la pensión de invalidez y que ésta solo tendría como límite inferior el 50% 

(Consejo de Estado, sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, 

Consejero Ponente: Roberto Augusto Serrato Valdés, Bogotá, D.C., veintitrés (23) 

de junio de dos mil dieciséis (2016), Radicación número: 23001-23-33-000-2016-

00054-01(AC). 

Estas reglas de aplicación deben ser consideradas como ejemplos de 

materialización del principio de mayor beneficencia teniendo en cuanta que en 

dichos eventos las afectaciones que sufren en su integridad estos miembros de la 

fuerza pública son en ocasión clara de sus funciones constitucionales lo que 

apremia la utilización de este principio junto con la solidaridad para reconocer de 

dicha. forma este tipo de pensiones. 

Con todo esto se evidencia que en desarrollo de la controversia que surge 

entre la regulación del sistema de seguridad en pensiones particularmente sobre 

la pensión de invalidez para los miembros de la fuerza pública, y los principios 

constitucionales que rigen la materia la jurisprudencia reciente del  Consejo de 

Estado es clara en manifestar que la seguridad social en su doble connotación 
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como servicio público y derecho irrevocable condena principios como la 

solidaridad según los cuales al momento de reconocerse dichos derechos ante las 

posibles desventajas legales los miembros de la fuerza pública pueden escoger la 

regulación que más les favorezca (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 

Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, Consejera Ponente: Sandra 

Lisset Ibarra Vélez, Bogotá, D.C., primero (1) de septiembre de dos mil dieciséis 

(2016), Radicación número: 08001-23-33-000-2013-00484-01(4741-14)27. 

Adicionalmente, se debe mencionar que en la actualidad los preceptos llamados a 

reglar la pensión de invalidez de los miembros de la Fuerza Pública se encuentran 

contenidos en el numeral 3.5 del artículo 3 de la Ley 923 de 2004 así como en el 

artículo 2 del Decreto reglamentario núm. 1157 de 2014 (Consejo de Estado, Sala 

de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “A”, Consejero 

ponente: William Hernández Gómez, Bogotá, D. C., primero (1) de agosto de dos 

mil dieciséis (2016). SE. 080, Radicación número: 27001-23-31-000-2011-00220-

01(4103-15), que establecen la obtención de la pensión de invalidez en el 50% de 

incapacidad para los miembros de la fuerza pública. 

Reconociendo que por las funciones especiales que tienen los miembros 

del ejercito merecen tener un régimen especial de seguridad social especialmente 

sobre la pensión de invalidez, al estar expuestos a riegos poco comunes por lo 

cual resulta importante que la ley considere estos presupuestos y por ello se den 

estos beneficios en materia de seguridad social.  

  

                                                           
27

 Precedente que se repite en la sentencia del consejo de estado, sala de lo contencioso 
administrativo, sección segunda, subsección b, consejera ponente: Sandra Lisset Ibarra Vélez, 
Bogotá, D.C., ocho (8) de septiembre de dos mil dieciséis (2016), Radicación número: 13001-23-
31-000-2010-00353-01(0098-15), Actor: Cesar Eduardo Cervantes Díaz, Demandado: nación – 
ministerio de defensa – policía nacional.  
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CONCLUSIÓN. 

En la historia del mundo siempre ha existido el Ejército del Estado el cual 

simboliza disciplina y poder militar, en la trayectoria del tiempo, los ejércitos han 

sido la defensa del territorio de una Nación, por ello, lo transcendental de la 

existencia de un Ejército Nacional reconocido, teniendo como objetivo defender la 

soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional y el orden 

constitucional. En términos prácticos, las acciones de un Ejército se traducen en 

un ambiente de seguridad y paz, con una incidencia primordial en la 

gobernabilidad del país, para garantizar que se construyan y conserven la unidad 

y la identidad nacionales. 

Teniendo en esta materia amplios desarrollos internacionales tanto de las 

naciones unidas como de la OIT, junto con variedad de tratados como el pacto de 

derechos civiles y políticos, sin olvidar que regionalmente el SIDH también se ha 

pronunciado en estos aspectos. 

En el caso de Colombia desde la época de la independencia ya estaba 

constituido un Ejército Libertador exactamente en la campaña libertadora en el año 

1819, era un Regimiento más básico y raso, el cual no contaba con un sistema de 

organización para suplir las necesidades elementales como era la de atención 

médica para los soldados heridos en guerra, lo cual requiero los servicios médicos 

de recién egresados de la facultad de medicina del Colegio Mayor del Rosario, 

estos sucesos, genero la prelación de organizar al Ejercito con dependencias 

autónomas; Es entonces, cuando la Constitución Política de 1886 en su título XVI 

en sus artículos 165 al 171, consagro la existencia de un Ejército Nacional como 

una Fuerza legítima, teniendo a su cargo el orden público y el respeto por la 

soberanía nacional; esto obligó al gobierno a respetar sus derechos de salud, 

pensionales y otros, un gran logro para un Estado de Derecho de esa época.  

A lo largo del siglo XIX, la Sanidad Militar no registró avances visibles, más 

bien tuvo un periodo de decadencia, los servicios hospitalarios, aún seguían sin 

una organización definida y con sujeción a la disponibilidad de personal y 
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elementos; Posteriormente como consecuencia de los brotes epidémicos como 

fiebres palúdicas y disentería, presentados a los soldados, fue imprescindible 

activar los llamados "hospitales virulentos" los cuales por decreto del 30 de abril 

de 1901 fueron suprimidos, pasando a cumplir todas las funciones los hospitales 

regionales, luego se constituiría las ambulancias del Ejercito labor que asumió las 

hermanitas de la caridad, algunos médicos y ayudantes, solo hasta el año 1902 

con el decreto 314/1902 se notaría el primer adelanto para los militares heridos en 

combate instituyéndose la unidad de “depósito de inválidos” la cual dependería 

directamente del Estado Mayor General del Ejército pautando los asuntos médicos 

e indemnizaciones, asimismo, el decreto 502 del 23 de mayo de 1908, estando en 

el periodo constitucional del presidente Rafael reyes establece por primera vez el 

“servicio médico y sanitario” para el Ejercito, la Policía y la Gendarmería Nacional. 

A partir de allí todos los militares enfermos pasarían a la Casa de la Salud Marly 

donde se le garantizaría asistencia Médica y alimentación de acuerdo con las 

disposiciones que para la fecha regían y se dictaban en el Ministerio de Guerra.  

Este desarrollo, dio como resultado en 1907 la creación en el Ministerio de 

Guerra de la Sección de Sanidad y Alimentación, dependiendo directamente del 

llamado D-5, una dependencia exclusiva para los miembros de la Fuerza, 

Fundándose para el mismo año así la Sección de Sanidad y Alimentación, 

dependiendo directamente del llamado D-5.  

No obstante, el Ministerio de Guerra dispone establecer un Hospital Militar 

Central en la Casa de Salud Marly, suscribiendo un contrato para asistencia al 

personal apoyado por el decreto 214 del 28 de Febrero de 1911, este se denominó 

Hospital Militar Central De Marly; subsiguientemente se generó una reorganización 

en el ministerio de guerra mediante el decreto 1842/1931 con el objeto de separar 

la sección de sanidad y alimentación del d-5, dependiendo ahora del ministerio de 

guerra; lo que obligo a la creación del departamento de sanidad del Ministerio de 

Guerra por Decreto No. 1556 de 1932 siendo los primeros antecedentes de las 

Fuerzas Militares para un sistema pensional y de salud propia, por ende, el 

incremento del pie de Fuerza fue excesivo generando la necesidad de la Dirección 
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General de Sanidad Militar en 1933 estando adscrita al Ministerio de Guerra; Tras 

ello, mediante la disposición ejecutiva No. 243 del once (11) de julio de 1958, se 

descentraliza sanidad militar fundándose las Direcciones de Sanidad de las 

Fuerzas de Ejército, Fuerza Aérea y Armada dependiendo de los Comandos de 

fuerza, administrativamente, disciplinariamente y Fiscalmente.  

Durante los años siguientes se adelantó su construcción con gran empeño y 

voluntad de servicio por parte de los gobiernos del Doctor Roberto Urdaneta 

Arbeláez y del General Gustavo Rojas Pinilla y finalmente fue inaugurado 

solemnemente el 25 de abril de 1962 por el Doctor Alberto Lleras Camargo, siendo 

ministro de Guerra el Señor General Rafael Hernández Pardo; se tuvo la fortuna 

de continuar con el personal médico de la antigua Institución. En este sentido, los 

adelantos constriñeron a la Entidad Estatal a implementar un nuevo sistema dando 

el nacimiento en 1990 al Sistema Nacional De Salud restructurado por la Ley 100 

de 1993 quedando excluido el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares de este; 

ratificando que el sistema integral de seguridad social no se aplica a miembros de 

las Fuerzas Militares y de la policía Nacional, ni al personal por el Decreto ley 

1214 de 1990. 

Entonces, lo que el legislador quiso con la Ley 100 de 1993, es regular que 

las Fuerzas Militares y de Policía Nacional quedaran expresamente excluidos, con 

la finalidad de que estos continuaran gozando de las prerrogativas que se 

encontraban en la normatividad que para ese entonces los regía. Dicho 

tratamiento diferencial puede sustentarse en la medida en que los ejércitos,  

Finalmente, el decreto 1266 del 24 de Junio de 1994 crea el Instituto de 

Salud de las Fuerzas Militares, en él se dan normas específicas para el 

Subsistema de Salud de las Fuerzas militares y de Policía Nacional, además se 

emite el decreto 1301 del 22 de Junio de 1994 por el cual se organiza el sistema 

de salud, se crea el Instituto de Salud de las Fuerzas Militares como 

establecimiento público del orden Nacional con personería jurídica, autonomía 

administrativa y patrimonio propio, con capacidad legal para ser sujeto de 
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derechos y obligaciones, así pues el 1 de julio de 1995 se dio inicio a las labores 

propias del área de Salud.  

A pesar de los esfuerzos por el Gobierno, el Ministerio Defensa (Guerra) y 

el Ejercito de concebir un modelo de salud, pension y prestaciones sociales, este 

colapso a causa de la severa crisis de 1997, lo anterior, genero la liquidacion del 

Instituto de Salud de las Fuerzas Militares, por eso el decreto 2193 de 1997, 

establecio la nueva estructura interna y las funciones de la Direccion General de 

Sanidad Militar del Ministerio de Defensa Nacional ahora la Ley 352 del mismo 

año, estableció que el “Sistema de Salud de las Fuerzas Militares, estará 

constituido por el Ministerio de Defensa Nacional, el Consejo Superior de Salud de 

las Fuerzas Militares, el Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares y los 

afiliados y beneficiarios del Sistema.  

El Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares lo constituyen el Comando 

General de las Fuerzas Militares, la Dirección General de Sanidad Militar, el 

Ejército Nacional, la Armada Nacional, la Fuerza Aérea y el Hospital Militar 

Central, la cual contaría con dos clases de afiliados:  

Los afiliados sometidos al régimen de cotización, los cuales son: 

- Los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional 

en servicio activo.  

- Los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional 

en goce de asignación de retiro o pensión.  

- El personal civil, activo o pensionado del Ministerio de Defensa 

Nacional y el personal no uniformado, activo y pensionado de la Policía 

Nacional.  

- Los soldados voluntarios.  
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- Los beneficiarios de pensión o de asignación de retiro por 

muerte del personal en servicio activo, pensionado o retirado de las 

Fuerzas Militares o de la Policía Nacional.  

- Los beneficiarios de pensión por muerte del personal civil, 

activo o pensionado del Ministerio de Defensa Nacional y del personal no 

uniformado, activo o pensionado de la Policía Nacional.  

- Los servidores públicos y los pensionados de las entidades 

descentralizadas adscritas o vinculadas al Ministerio de Defensa Nacional. 

- Los estudiantes de pregrado y posgrado de ciencias médicas y 

paramédicas que presten sus servicios en los establecimientos de sanidad 

del Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional. 

Los afiliados no sometidos al régimen de cotización son:  

- Los alumnos de las escuelas de formación de Oficiales y 

Suboficiales de las Fuerzas Militares. 

- Las personas que se encuentren prestando el servicio militar 

obligatorio.  

Mas tarde, el decreto 1795 de 2000 define, organiza y actualiza el sistema 

pensional, como apoyo basico se fortalece la estructura organizca y economica del 

subsistema, se define competencias de los entes rectores: CSSMP y comites, y se 

asigna funciones a las Direcciones de Sanidad de las Fuerzas Militares. 
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